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LOS RESULTADOS DE LA ENCUESTA DE EL COMERCIO-IPSOS DE ESTE MES

SIN LICENCIA

LA COLUMNA DEL DIRECTOR

Terremoto judicial

Renuncien, todos

Una ventana de 
oportunidad

L os esfuerzos de lucha 
contra la corrupción 
son, hasta donde se ve, 
inútiles. 

Un vocal supremo es 
detectado hablando de un caso de 
violación de una niña como si fuera 
un tarifario. Un vocal superior pide 
“verdecitos” para favorecer el nom-
bramiento de un fi scal. Un miembro 
del Consejo Nacional de la Magistra-
tura (CNM) pide privilegios para su 
esposa. 

Así funcionan las cosas en las más 
altas instituciones del país. Es inaudi-
to saber que, además, ninguna auto-
ridad asume responsabilidad sobre los hechos. 

El vocal supremo César Hinostroza, por 
ejemplo, dijo que no cometió delito, por lo que 
no iba a renunciar. Más bien, se fue de vaca-
ciones. 

El titular de la Corte Superior del Callao pidió 
“diez verdecitos” como garantía para favorecer 
la designación de un fi scal. Al fi nal, solo al fi nal, 
renunció. No nos contó, sin embargo, sobre el 
tráfi co de infl uencias al que se dedicaba. 

El jefe de la ONPE, cuestionado por favorecer 
a un partido político, tampoco va a renunciar. 
Dice que renunciar sería admitir culpabilidad. 

La misma respuesta dio el presidente de la 
Corte Suprema de Justicia, Duberlí Rodríguez. 
“Renunciar es aceptar que hice algo ilícito y no 
lo hice”, declaró a El Comercio (14.7.18, p. 6). 

La crisis moral es tan honda que ninguno de 
los involucrados parece darse cuenta de que sus 
defensas legalistas no sirven. El mismo doctor 
Rodríguez admite que “bajamos la guardia en la 

E l desarrollo de los países en el lar-
go plazo se basa, en esencia, en la 
coincidencia de dos ingredientes: 
instituciones y productividad. 
Léase, una sólida base institucio-

nal y un efi ciente uso de los recursos. La riqueza 
de los países, y por ende de sus ciudadanos, no se 
basa en el capital producido (maquinaria, equi-
pos, terrenos, plantas u otras construcciones); 
menos aún en las riquezas naturales, como so-
lemos creer en los países en vías de desarrollo. 

En el último estudio de riqueza global y de 
naciones, recientemente publicado por el Ban-
co Mundial, se señala que de la riqueza total so-
lo el 27% es capital producido y otro 9% capital 
natural. El 64% de la riqueza total se basa en el 
capital humano (el total del valor –descontado– 
de los ingresos por persona a lo largo de su vida). 
En los países de bajos ingresos, el capital natural 
es en efecto el principal componente de riqueza 
(47%); pero en los países desarrollados estos so-
lo representan el 3%. Y no es que el valor absoluto 
sea menor: Alemania tiene una riqueza total 17 
veces mayor que la peruana, no obstante ambos 
países contamos con una riqueza natural muy 
parecida; la diferencia es que mientras la riqueza 
natural representa el 30% de nuestro total, solo 
representa el 1% del de los alemanes.

El capital humano, el factor más importante 
de riqueza en el largo plazo, se basa en el desa-
rrollo de capacidades y la aplicación de estas 
de manera productiva. Las instituciones, las 
reglas y maneras en las cuales se articulan los 
ciudadanos para ser más efi cientes en el uso de 
los recursos, impactan de manera directa en ese 
fl ujo: confi anza en el uso de los servicios públi-
cos, predictibilidad en las resoluciones del sis-
tema de justicia, respeto a la propiedad privada 
y a las derivadas de esta, entre otros.

Si algo necesitan los peruanos, más que el oro 
y el cobre sin dudas, 
es un mejor ecosis-
tema institucional. 
Las instituciones, 
como bien sostiene 
el Nobel Douglass 
North, consisten en 
las reglas formales, 
las restricciones in-
formales (normas y 
códigos de conducta, 
así como las conven-

ciones sociales presentes) y las características 
de la aplicación y castigo de estas. En el último 
ránking del Foro Económico Mundial, el Perú 
se encuentra en el puesto 116 sobre 137 econo-
mías en el pilar institucional: 126 en confi anza 
de la ciudadanía en su clase política, 106 en in-
dependencia del sistema judicial, 131 en el peso 
regulatorio, 129 en la efi ciencia del sistema legal 
en resolver disputas, y así. Nuestras instituciones 
están al nivel de países como Sierra Leona, Mali y 
Honduras, países mucho más pobres que el nues-
tro (10%, 13% y 42% de ingresos per cápita en 
comparación, respectivamente). 

Los peruanos necesitamos, con urgencia, 
de una reforma institucional; las razones eco-
nómicas sobran, pero son las relaciones socia-
les (la manera como nos conectamos, como 
aprovechamos los acuerdos y solucionamos 
nuestras diferencias, como nos relacionamos 
con nuestras autoridades y las generaciones 
futuras, y así) las que realmente importan. Es 
decir, las necesitamos de manera urgente para 
formalizar, por fi n, el sueño republicano. 

Hoy, gracias a la indignación ciudadana pro-
ducida por los escándalos en el sistema judicial, 
tenemos una ventana de oportunidad para hacer 
un trabajo serio. Aprovechémosla: nunca es tar-
de para empezar estas revoluciones reformistas, 
pero la oportunidad de navegar sobre la expec-
tativa ciudadana no aparece todos los días. 

A l momento de apli-
carse la encuesta po-
lítica de El Comer-
cio-Ipsos este miér-
coles 11 y jueves 12, 

acababa de estallar el escándalo de 
los audios divulgados por IDL-Re-
porteros y el programa “Panorama”. 
El presidente Martín Vizcarra había 
ya convocado al Consejo de Estado y 
propuesto diversas iniciativas ante la 
corrupción y el tráfi co de infl uencias 
que delatan los audios, pero aún no 
se conocían todas las ramifi caciones 
que han seguido apareciendo ni ha-
bía ocurrido la forzada renuncia del 
ministro de Justicia Salvador Heresi. Aun así, la 
encuesta registra gran parte de la indignación 
ciudadana. 

El pedido presidencial de que se destituya a 
los miembros del Consejo Nacional de la Ma-
gistratura (CNM) involucrados en la renuncia 
es respaldado por el 87% de la opinión pública 
informada y que su destitución sea inmediata 
por el 85%. A su vez, el 77% cree que todos los 
miembros del Consejo deberían renunciar, 
posición compartida por Allan Wagner, presi-
dente de la Comisión de Reforma del Sistema 
Judicial, creada el viernes por el Gobierno. 
Mantener la confi guración actual del CNM se 
ha vuelto insostenible. La institución ha perdi-
do toda credibilidad. Está claro que su reestruc-
turación será una de las primeras recomenda-
ciones de la comisión que preside Wagner. 

Aunque el plazo que se le ha concedido es 
muy breve –deberá presentar su primer infor-
me antes de Fiestas Patrias–, la expectativa 
ciudadana es muy amplia. La aprobación del 
Poder Judicial ha caído a 12%, su mínimo his-
tórico, y su desaprobación se ha elevado a 80%. 
La imagen de la fi scalía también se ha deterio-
rado. En medio de esta pérdida de confi anza en 
el sistema judicial cabe recordar que los audios 
fueron grabados legalmente por iniciativa de 
una fi scal, Rocío Sánchez, y autorizadas por un 
juez, Cerapio Roque Huamancóndor. No todo 
está corrompido en el sistema de justicia. Pero 
también es indispensable destacar que, si no se 
hubiese fi ltrado esa información a la prensa de 
investigación, esta difícilmente habría avanza-
do y no se hubiera abierto, como ahora, la opor-
tunidad de una reforma profunda del sistema 
de justicia en el país. 

En ese contexto, la aprobación a la gestión 
presidencial ha mostrado una caída muy ligera, 
de 37% a 35%, mientras su desaprobación se 
ha mantenido en 48%. Considerando el mar-
gen de error, puede afi rmarse que Vizcarra ha 
logrado conservar su apoyo popular. La expli-
cación de que no haya seguido cayendo podría 
estar en su rápida reacción a esta crisis o tam-

lucha contra la corrupción”. No cree 
que él deba responder por eso. 

Bajar la guardia contra la corrup-
ción en un almacén de ropa usada es 
una cosa. Otra, muy distinta, en el 
máximo organismo de justicia del 
país. 

La corrupción en el Poder Judi-
cial significa sentencias amañadas 
y vendidas como mercancía. Quiere 
decir destrucción de los derechos de 
las personas. Impunidad para delin-
cuentes e injusticia para los que no 
pagan coimas. 

El presidente del Poder Judicial 
debe velar por la administración de 

justicia. Si, en cambio, vela por la injusticia, de-
be dar un paso al costado. 

El señor Duberlí Rodríguez debe renunciar. 
No porque sea culpable de algún delito. Debe 
hacerlo porque bajo su mando se han cometi-
do infi nidad de delitos contra los derechos más 
elementales de los ciudadanos. 

Lo mismo sucede en el CNM. Deberían re-
nunciar todos. Que un inmoral de baja estofa 
como Iván Noguera sea parte de ese Consejo 
es sufi ciente. 

Todos recordamos cuando el CNM, en el 
2015, nombró a Alfredo Quispe Pariona, de la 
Universidad Inca Garcilaso de la Vega. Lo hizo 
a pesar de su amplio historial. 

Quispe Pariona tuvo un proceso administra-
tivo por hostigamiento sexual contra alumnas. 
Reconoció que hacía negocios con el rector de 
esa casa de estudios. 

El consejero Guido Aguila lo defendió hasta 
donde pudo, incluyendo un comunicado del 

bién por otras actitudes previas 
de relativa fi rmeza, como cuando 
planteó una acción de inconstitu-
cionalidad contra la ley mordaza 
o cuando respaldó públicamente 
a un alcalde que denunció un in-
tento de corrupción. 

En contraposición, ninguno 
de los otros líderes políticos eva-
luados cuenta con más de 25% de 
aprobación y todos están desapro-
bados por más de 50%, a pesar de 
que muchos de ellos mantienen un 
perfi l bajo, con el objetivo de pro-
tegerse del desgaste. El problema 
es que hay situaciones en que el si-

lencio suena a complicidad. Además, la ambi-
güedad con que connotados parlamentarios se 
han pronunciado sobre estos hechos refuerza la 
impresión de que la corrupción está infi ltrada 
en todas las organizaciones políticas e impulsa 
este rechazo generalizado. 

La aprobación ciudadana a la gestión de Viz-
carra en su cuarto mes es similar a la que tenía 
Kuczynski en su séptimo mes. Con altos y bajos, 
el ex presidente se mantuvo así hasta que cum-
plió un año en el cargo. Según su desempeño, 
Vizcarra podría seguir similar patrón. Una di-
ferencia, sin embargo, es el apoyo popular a su 
presidente del Consejo de Ministros. La aproba-
ción de Fernando Zavala al año de gestión era 
31%. Mercedes Araoz nunca bajó de 25%. La 
de César Villanueva ya cayó, en 
cuatro meses, a 19%. 

La evaluación final de Luis 
Galarreta, en su último mes 
como presidente del Congre-
so, es aún más negativa 
que la de Villanueva. Lo 
aprueba solo 12% de la 
ciudadanía. Como re-
ferencia, Luz Salgado 
concluyó su man-
dato con 25%. El 
deterioro de la 
imagen de Gala-
rreta ha ido en línea 
con la pérdida de 
confianza en el 
Congreso de la 
República. Ac-
tualmente solo 
14% se siente repre-
sentado por él. La situa-
ción es crítica habida cuenta de 
que es el Congreso el que deberá 
discutir y aprobar las leyes de re-
forma del sistema judicial que 
proponga la comisión convo-
cada por Vizcarra. 

Un tema crítico para avanzar en la 

“La aprobación del Poder 
Judicial ha caído a 12%, 

su mínimo histórico, y su 
desaprobación se ha elevado 

a 80%”.

“Si algo 
necesitan los 

peruanos, 
más que el 

oro y el cobre 
sin dudas, 

es un mejor 
ecosistema 

institucional”.
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CNM. Luego tuvo que rectifi carse por la pre-
sión de los medios. Su defensa del agresor se-
xual nos reveló la catadura moral de Aguila. 

Quispe Pariona, al ser vacado, dejó un 
mensaje. “Todos en el CNM tienen rabo de 
paja”. Si en ese momento hubieran renun-
ciado los defensores de Quispe Pariona, qui-
zá no habríamos llegado a la depravación 
actual. 

Cuando se asume una responsabilidad 
moral, no se tiene miedo a las indagaciones. 
Si un alto funcionario es cuestionado, debe 
dimitir para que sea investigada su acción o 
su omisión. 

El presidente de la Corte Suprema defi en-
de que los magistrados reciban entradas pa-
ra los partidos de fútbol. Parece un detalle, 
pero es sumamente expresivo. 

Los magistrados no pueden recibir re-
galos de nadie. Es increíble que tengamos 
que explicárselo ¡al presidente del Poder 
Judicial! 

En la Corte Suprema no tienen idea de la 
etiqueta mínima de un magistrado. No tie-
nen idea, tampoco, de lo que signifi can para 
la ciudadanía los hechos revelados. 

¡Y todavía se quejan de una reforma que 
no la haga el propio Poder Judicial! “Acep-
tar que toda reforma viene de afuera huele a 
intervencionismo”, dice Duberlí Rodríguez. 

¡Claro que es intervencionismo! Se debe 
intervenir al que no cumple su tarea, al que 
deja pasar no un error sino un sistema de de-
litos en sus narices. 

Las renuncias no solucionarán el proble-
ma, pero son parte de la responsabilidad 
moral. 
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reforma es la conformación de la próxima 
Mesa Directiva del Congreso. La posición de 
la opinión pública al respecto es muy clara: 
59% cree que debería tener integrantes de 
todas las fuerzas políticas, 22% que debería 
excluirse a Fuerza Popular y solo 8% que 
debería ser mayoritaria o exclusivamente 
integrada por miembros del partido que li-
dera Keiko Fujimori. El deterioro de la ima-
gen del Congreso es de tal magnitud que el 
presidente podría generar una crisis política 
–promover el rechazo de dos cuestiones de 
confi anza a su Gabinete– y convocar eleccio-
nes parlamentarias anticipadas con amplio 
apoyo popular. 

*El autor es presidente ejecutivo de 
Ipsos Perú


